
















La ley 100 y su aplicabilidad en el régimen exceptuado del magisterio en 
cuanto a la pensión de sobrevivientes 
Mariana Zamora Cruz1 
Resumen 
La pensión de sobrevivientes es una prestación económica que permite garantizar 
y proteger derechos fundamentales de las personas que sobreviven al familiar que 
ha fallecido. En Colombia dicha institución en la actualidad se otorga a través de 
un sistema general de pensiones estipulado en la ley general de seguridad social. 
No obstante, coexisten otros sistemas de prestaciones sociales que cobijan de 
manera especial a un determinado grupo de personas, entre ellas a los docentes, 
dicho régimen puede ser más favorable en determinados casos, pero en otros 
puede vulnerar derechos fundamentales, por lo que se hace necesario la 
aplicación del régimen general que permita garantizar la satisfacción y el goce de 
determinados derechos en virtud del principio de favorabilidad. 
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The survivors' pension is an economic benefit that allows to guarantee and to 
protect fundamental rights of the people who survive the family member who has 
died. In Colombia the above mentioned institution at present is granted across a 
general system of pensions stipulated in the general law of social safety. 
Nevertheless, there coexist other systems of social presentations that they shelter 
in a special way to a certain group of persons, between them to the teachers, the 
above mentioned regime can be more favorable in certain cases, but in others it 
can damage fundamental rights, by what there becomes necessary the application 
of the general regime that allows to guarantee the satisfaction and enjoyment of 
certain rights by virtue of the principle of favorability. 
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El régimen exceptuado del Magisterio se caracteriza por ser el encargado de 
realizar los pagos de las prestaciones sociales de los docentes vinculados al 
servicio público educativo y que realizan su labor en establecimientos del orden 
oficial. Así mismo, a través de este régimen especial de seguridad social se 
garantiza la prestación de los servicios médicos y asistenciales. 
Para que se puedan cumplir con las obligaciones que le asisten a este régimen 
especial, se utiliza el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
creado a través de la ley 91 de 1989 como “una cuenta especial de la nación, con 
independencia patrimonial, contable, estadística, sin personería jurídica, cuyos 
recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal, en la cual el Estado 
tenga más del 90% de capital” (Art. 3). La entidad encargada de administrar esta 
cuenta de la nación es la Fiduprevisora S.A., una entidad de Economía Mixta, 
sometida al régimen de Empresa Industrial y Comercial del Estado. 
Como bien indican Bedoya y White (2012) “Este fondo reconoce la pensión 
gracia, la pensión de jubilación, las pensiones postmortem, la pensión de retiro por 
vejez, la pensión de invalidez y la sustitución pensional.” Prestaciones que se 
otorgan bajo el cumplimiento de unos requisitos especiales estipulados por la ley, 
algunos de esos requisitos específicamente para adquirir la pensión postmorten 
son: que el docente haya laborado 20 años continuos o discontinuos en entidades 
educativas oficiales antes de su fallecimiento, con lo cual habría derecho a una 
pensión de supervivientes vitalicia o haber prestado mínimo 18 años de servicio 
para que esta prestación se otorgue por máximo 5 años.  
Hasta aquí podría decirse que hay claridad en cuanto al otorgamiento de la 
pensión de sobrevivientes, pero ¿qué sucede si el docente fallece y el tiempo 
durante el cual prestó sus servicios es inferior a los 18 años? Se entendería por 
lógica que el familiar que se encuentre legitimado para hacer el reclamo de la 
prestación no tendría derecho a recibirla. Sin embargo, de acuerdo a distintos 
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pronunciamientos emitidos por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, es 
posible en virtud del principio de favorabilidad y de inescindibilidad en materia 
laboral la aplicación del régimen general de pensiones estipulado en la ley 100 con 
el fin de no vulnerar derechos fundamentales tales como la  igualdad, la vida 
digna, el mínimo vital o la seguridad social, este último, en palabras de Santana 
(2012) implica la protección y garantías de los derechos constitucionales del ser 
humano para preservar su existencia digna (p.199), lo anterior fundamentado en el 
artículo 48 de la Constitución Política de Colombia.  
La aplicación del régimen general en pensiones a un afiliado a un régimen 
excepcional se dará una vez que se cumplan ciertos requisitos que han sido 
estipulados por la Corte Constitucional con el fin de proteger esos derechos, 
especialmente en el caso de la pensión de sobrevivientes, la cual tiene una 
finalidad única con independencia del régimen de seguridad social en el que deba 
de otorgarse. Este fin como bien lo mencionan Pulido y González (2013) es 
“proteger al grupo familiar que puede quedar desamparado por la muerte de la 
persona que proveía el sustento del núcleo familiar.” Así mismo, lo autores 
también mencionan que dicha prestación “busca garantizar de esta manera 
derechos fundamentales como el mínimo vital y la dignidad humana de quienes 
dependían económicamente del trabajador o afiliado que falleció, siempre y 
cuando acrediten la calidad de beneficiarios.” 
Lo anterior, coloca de presente el problema jurídico que se pretende resolver en 
esta investigación, el cual hace referencia a si ¿No aplicar un régimen de 
pensiones más favorable como el estipulado en la ley 100 vulneraria derechos 
fundamentales a los familiares que sobreviven a los docentes fallecidos que no 
cumplieron los requisitos mínimos establecidos para otorgar una pensión 
postmorten? 
Así mismo, la presente investigación tiene como objetivo general analizar el 
marco normativo y los pronunciamientos jurisprudenciales que regulan el régimen 
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excepcional del Magisterio para identificar la posibilidad de aplicar el régimen 
general de pensiones de la ley 100 al momento de reclamar una pensión de 
sobrevivientes. 
Para resolver el cuestionamiento planteado y desarrollar el objetivo de la 
investigación se realizará un estudio normativo, jurisprudencial y doctrinal al 
respecto, que nos permita identificar la posibilidad o no de la aplicación de un 
régimen general de pensiones a los afiliados a un régimen especial con el fin de 
proteger derechos fundamentales consagrados en nuestra Carta Política. 
1. Conceptualización del Régimen Exceptuado del Magisterio 
El Régimen Exceptuado de Seguridad Social de los docentes nació como 
consecuencia de las luchas sindicales que llevaron a cabo los maestros a lo largo 
de los años 80 y 90, con el fin de lograr la igualdad y el mejoramiento de sus 
condiciones laborales. Lo anterior, como menciona Rendón (2010) logró traer 
como una forma de “importante reivindicación laboral, prestacional e intelectual” 
para los docentes la expedición de la Ley 91 de 1989, a través de la cual se 
estableció en su artículo 3º la creación del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. A través de dicho fondo se pagarían las prestaciones 
sociales de los docentes afiliados a dicho régimen y que prestasen sus servicios 
en los establecimientos públicos educativos, este régimen se convirtió en 
exceptuado a través de la ley 100 de 1993 que estipula en su artículo 279 que el 
Sistema de Seguridad Social dispuesto en dicha norma no se aplicaría a los 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio. 
El mismo artículo 3º de la ley 91 de 1989 define al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio como una “cuenta especial de la nación, con 
independencia Patrimonial, Contable y estadística, sin personería jurídica y cuyos 
recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta”. 
La entidad fiduciaria encargada de administrar dicha cuenta es la Fiduprevisora, 
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una entidad de Economía Mixta vinculada el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. 
Así mismo, el artículo 5º de la misma Ley, establece claramente los objetivos 
que debe desarrollar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 
que entre los más importantes se encuentran los siguientes: 
1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal 
afiliado 
2.- Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, 
que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que 
imparta el Consejo Directivo del Fondo. 
3.- Llevar los registro contables y estadísticos necesarios para 
determinar el estado de los aportes y garantizar un estricto control 
del uso de los recursos y constituir una base de datos del personal 
afiliado, con el fin de cumplir todas las obligaciones que en materia 
prestacional deba atender el Fondo, que además pueda ser 
utilizable para consolidar la nómina y preparar el presupuesto en 
el Ministerio de Hacienda. 
4.- Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los 
aportes que le corresponden e igualmente transfiera los 
descuentos de los docentes 
Este régimen exceptuado se compone por las prestaciones relacionadas con la 
salud y pensión pero no se hace ninguna referencia en cuanto a riesgos 
profesionales, sin embargo, reciben ciertas prestaciones y auxilios económicos 
que se derivan como consecuencia de accidentes o enfermedades profesionales. 
En este sentido, El Ministerio de Educación (2014) en su cartilla “Modelo mejorado 
de salud” establece que los afiliados al Régimen Especial de Salud del Magisterio 
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contarán además, con los derechos a “los servicios tanto preventivos como 
curativos para el mantenimiento de su salud laboral” (p.18). Los servicios de los 
que habla dicha Cartilla son entre otros, los siguientes: Detección de alteraciones 
en el sistema esteomuscular, salud mental, acciones de medicina laboral, 
medicina del trabajo, etc.  
Lo anterior, sin perjuicio del deber y obligación del pago de las demás 
prestaciones económicas tales como: cesantías definitivas, parciales y los 
intereses de las mismas y en cuanto al tema pensional, se obliga a pagar las 
pensiones de jubilación invalidez, postmorten, sustitución pensional y demás. Así 
mismo, es preciso señalar que la prestación de todos los servicios médicos y de 
carácter asistencial se realizan “a través de la contratación con entidades de salud 
de acuerdo con las instrucciones que imparte el Consejo Directivo del Fondo. Este 
sistema tiene carácter de excepcionado del Sistema de Seguridad Social de la Ley 
100 de 1993.” (Gómez y Sánchez, 2017, p.1). 
Dichos servicios se prestan tal y como lo estipula el FOMAG (2016) en su 
manual operativo citando el artículo 4º de la ley 91 de 1989, a los “docentes 
nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la 
promulgación de la presente ley”.  
Como se puede colegir de lo anteriormente mencionado, el Régimen 
Exceptuado del Magisterio corresponde a un sistema de prestaciones sociales 
destinado exclusivamente a los docentes que se encuentren vinculados al servicio 
público educativo, dichas prestaciones se cancelan a través del Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual a su vez, es administrado por la 
Fiduprevisora.  
Por otro lado, en  la actualidad podría decirse que hay dos regímenes de 
pensión para los docentes, puesto que a partir de la entrada en vigencia de la ley 
812 del 2003 en su artículo 81 y de acuerdo al acto legislativo 01 del 2005, 
parágrafo transitorio 1º del artículo 1º, se dispuso que el “régimen de cotización de 
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los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
sería el contemplado en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003” (Sotelo, 2014, 
p.61). La entrada en vigencia de la ley en mención se cuenta a partir del 27 de 
junio del 2003, por lo que todo maestro perteneciente al servicio público educativo 
vinculado a partir de esa fecha en lo referente a materia de pensión se le aplicará 
las disposiciones estipuladas en la ley 100 de 1993 para el Régimen Solidario de 
Prima media con Prestación Definida, con excepción del requisito de edad para 
pensión el cual será de 57 años tanto para hombres como para mujeres. A 
continuación se transcribe el artículo 81º de la ley 812 de 2003 para su mejor 
comprensión: 
ARTÍCULO 81. Régimen prestacional de los docentes oficiales. El 
régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensiónales del régimen 
pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 
de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de 
pensión de vejez que será de 57 años para hombres y mujeres. 
No obstante, el Consejo de Estado a través de la sala de Consulta y Servicio 
Civil, radicado NO 1.857, C.P: Enrique José Arboleda Perdomo aclaró que el 
régimen de transición de los docentes, el cual de acuerdo al mismo acto legislativo 
No 1º del 2005, que en su parágrafo transitorio No 4º del artículo 1º estableció que 
el régimen de transición no se extendería más allá del 31 de julio del 2010, no se 
acabaría hasta tanto cada uno de los maestros vinculados antes de la vigencia de 
la ley 82 del 2013 no se pensionaran. Por lo anterior, es que en la actualidad aun 
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coexisten dos regímenes de pensión para los maestros. De acuerdo al Consejo de 
Estado en la actualidad existen dos situaciones a tener en cuenta para definir la 
norma que aplica para la pensión de los docentes así: 
La de los docentes oficiales vinculados antes del 27 de junio de 2003, 
fecha de entrada en vigencia de la ley 812 de 2003, es la establecida en 
las disposiciones legales vigentes hasta esa fecha, sin que termine el 
31 de julio de 2010. 
La de los docentes oficiales vinculados a partir del 27 de junio del 2003 
es el régimen general de las leyes 100 de 1993 y 797 de 2003 y las 
demás que lo regulen en el futuro, pero con el requisito de la edad 
unificado en 57 años para hombres y mujeres, sin que termine el 31 de 
julio de 2010. 
Esto es a grandes rasgos lo que corresponde al Régimen Exceptuado del 
Magisterio, el cual tiene algunos beneficios que de acuerdo a otra publicación 
del Ministerio de Educación (2014) denominada “ABC de lo que necesita 
saber” se encuentran los siguientes: El no pago para recibir atención médica, 
recibir atención de todo tipo de patologías y enfermedades sin restricción 
independiente si son consideradas como catastróficas o costosas, como el 
SIDA o el cáncer, no hay límites en los precios de los medicamentos 
formulados, pensionarse con 55 años de edad entre otros. 
Pero su a vez, tiene algunas desventajas, como por ejemplo la nueva 
imposición de pensionarse a los 57 años lo que equivale a un aumento en los 
años que se disponía en el régimen de la ley 91 de 1989. Otra desventaja se 
da en la pensión  post morten  de 18 años para los docentes y la pensión de 
sobreviviente en el régimen de la ley 100 la cual es claramente más 
beneficiosa, pero de ella se hablará más adelante. 
12 
 
2. Marco normativo del régimen exceptuado del magisterio 
A continuación se expondrán algunas de las normas más importantes que 
regulan lo relacionado al régimen de seguridad social y prestaciones sociales de 
los docentes vinculados al servicio público educativo. 
 Ley 114 de 1913 (Derogada): Creó una pensión de jubilación para los 
maestros de escuela primaria, dicha pensión es la que se conoce como la 
“Pensión de gracia”. La cual se otorgaba con 50 años de edad y con 20 de 
años de servicio continuo o discontinuo. 
 Ley 116 de 1928 (Derogada): De acuerdo al artículo 6º de esta ley se 
amplió el beneficio de la “pensión de gracia” a los empelados y docentes de 
escuelas normales y también a los inspectores de instrucción pública. 
Artículo 6. Los empleados y profesores de las escuelas 
normales y los inspectores de instrucción pública tienen 
derecho a la jubilación en los términos que contempla la 
ley 114 de 1913 y demás que a ésta complementan. Para 
el cómputo de los años de servicio se sumarán los 
prestados en diversas épocas, tanto en el campo de la 
enseñanza primaria como en el de la normalista, 
pudiéndose contar en aquélla la que implica la inspección. 
 Ley 37 de 1933 (Derogada): A través de esta ley se realizó una nueva 
ampliación en la cobertura de la “pensión gracia”, puesto que dispuso que 
la pensión se haría extensiva a los maestros de enseñanza secundaria. 
Artículo 3. Las pensiones de jubilación de los maestros de 
escuela, rebajadas por decreto de carácter legislativo, 




Hacerse extensivas estas pensiones a los maestros que 
hayan completado los años de servicios señalados por la 
ley, en establecimientos de enseñanza secundaria. 
 Decreto 224 de 1972 (Vigente): Establece la pensión postmorten 18 
años a través de su artículo 7º, el cual preceptúa que en caso de 
muerte de un docente que no hubiese cumplido con los requisitos para 
obtener una pensión pero que hubiese prestado sus servicios al 
Magisterio por un periodo de por lo menos 18 años, sus beneficiarios 
tendrían derecho a una pensión temporal durante 5 años. 
 Ley 12 de 1975 (Vigente). Establece la pensión postmorten 20 años 
para los beneficiarios del trabajador particular o del sector publico que 
no hubiesen cumplido el requisito de le edad para pensionarse pero 
que si hubiesen cumplido el tiempo de servicio estipulado por la ley 
que en el caso de los docentes es de 20 años (art. 1). 
 Ley 43 de 1975 (Vigente): A través de esta norma se nacionalizó la 
educación en Colombia, lo que presupone que ya no se hablaría de 
docentes nacionales y territoriales,  ahora todas prestaciones sociales de 
los docentes vinculados a través de entes territoriales estarían a cargo de la 
Nación por lo cual se entiende que los mismos han sido nacionalizados, 
este proceso duró desde el 1º de enero de 1975 hasta el 31º de diciembre 
de 1980 y se realizó debido a como la explica la Corte Constitucional en 
sentencia C-084/99 al crecimiento de la población y la imposibilidad de los 
departamentos en poder pagar los salarios de los docentes por 
consecuencia también, de la extensión en la cobertura en educación. En 
palabras de la corte: 
Como se sabe, el crecimiento de la población y la 
extensión cada vez mayor de la cobertura del servicio 
educativo, llevó a los departamentos a una casi 
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imposibilidad de cubrir el pago de salarios y prestaciones 
sociales del personal docente, razón por la cual el Estado, 
mediante la Ley 43 de 1975, optó por lo que se denominó 
la “nacionalización” de la educación primaria y secundaria, 
proceso que se llevó a cabo entre el 1º de enero de 1976 y 
el 31 de diciembre de 1980. 
 Decreto 2277 de 1979 (Vigente): Por medio del cual se creó el escalafón 
docente que consiste en un sistema de clasificación de los educadores en 
concordancia con su preparación académica y experiencia laboral en 
educación, además de reglamentar las condiciones de ingreso, ejercicio, 
estabilidad, ascenso y retiro de los maestros vinculados al servicio público 
educativo, a excepción de los docentes de educación superior (art. 1º). Este 
código en cuanto al escalafón, capacitación y asimilaciones se le aplicó 
incluso a los docentes no oficiales pero en los demás aspectos del ejercicio 
de la labor como maestros se les aplicó las disposiciones del Código 
Sustantivo del trabajo. De acuerdo con Jaramillo y Mejía (2015) con este 
decreto se garantizó “una mejor estabilidad y calidad de vida de los 
maestros colombianos,” 
 Ley 33 de 1985 (Vigente): Estableció un régimen de transición para los 
empleados oficiales en el entendido de que, quienes a la fecha de esta ley 
hubiesen cumplido 15 años de servicio se les aplicarían los normas 
anteriores las cuales disponían que la edad para pensionarse sería de 50 
años para los mujeres y 55 años para los hombres. A partir de esta ley la 
edad de jubilación para los docentes se incremento a 55 años. 
 Ley 91 de 1989 (Vigente): A través de esta ley como ya se ha mencionado, 
se creó el Fondo de Prestaciones Económicas del Magisterio por medio del 
cual se le cancelan las prestaciones sociales a los docentes nacionales 
vinculados al servicio público educativo de nuestro país, estipuló los 
15 
 
objetivos del mismo y la manera como sería administrado. De igual forma, a 
través de esta ley se eliminó la llamada “pensión de gracia” disponiendo en  
su artículo 15º que: 
Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 
1981, nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se 
nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando se 
cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo una 
pensión de jubilación equivalente al 75% del salario 
mensual promedio del último año. Estos pensionados 
gozarán del régimen vigente para los pensionados del 
sector público nacional y adicionalmente de una prima de 
medio año equivalente a una mesada pensional (Subraya 
fuera de texto). 
 Ley 60 de 1993 (Vigente): A través de esta ley se permitió la afiliación de 
los docentes territoriales al Fondo de Prestaciones Económicas del 
Magisterio en los siguientes términos: 
El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes 
nacionales o nacionalizados que se incorporen a las 
plantas departamentales o distritales sin solución de 
continuidad y las nuevas vinculaciones será el reconocido 
por la Ley 91 de 1989, y las prestaciones en ellas 
reconocidas serán compatibles con pensiones o cualquier 
otra clase de remuneraciones. El personal docente de 
vinculación departamental, distrital y municipal será 
incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones del 
Magisterio y se les respetará el régimen prestacional 




 Ley 100 de 1993 (vigente): Estipuló en su artículo 279 que a los afiliados al 
régimen de seguridad social de los docentes se les exceptúa la aplicación 
que dispone la ley 100 en materia de seguridad social 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de 
prestaciones sociales del magisterio, creado por la Ley 91 
de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles 
con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 
fondo será responsable de la expedición y pago de bonos 
pensiónales en favor de educadores que se retiren del 
servicio, de conformidad con la reglamentación que para el 
efecto se expida. (Subrayas dentro del texto). 
A su vez, establece y reglamenta el Régimen solidario de Prima Media con 
Prestación Definida, el cual se le aplica a los docentes vinculados a partir 
del 27 de junio de 2003 en virtud de la ley 812 del 2003. 
 Ley 115 de 1994 (Vigente): Por la cual se expidió la ley nacional de 
educación, preceptúa que la vinculación de personal docente solo se podrá 
realizar mediante nombramiento hecho por decreto y solo se nombrarán 
como docentes previo concurso a los que hayan sido seleccionados 
cumpliendo con los requisitos legales (art. 105º).  Todo nombramiento que 
se realice fuera de la planta aprobada por las entidades territoriales o sin 
cumplir los requisitos establecidos en al artículo mencionado anteriormente 
se considerará ilegal (art. 107). Establece además, que el régimen 
prestacional educativo será el regulado por la ley 91 de 1989, ley 60 de 
1993 y la presente ley. (art. 119). 
 Decreto 1278 del 2002 (Vigente): Al igual que el decreto 2277 de 1979 
también regula lo referente a la carrera y escalafón docente, pero contiene 
ciertas diferencias particularmente, porque representa menos beneficios 
para los maestros que desde la promulgación del decreto se rigen por él.  
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Como bien explicó Cifuentes (2013) al regir simultáneamente estas dos 
normas, “se presentan similitudes y diferencias que han generado un clima 
particular en el cuerpo docente del sector público e incide en la 
construcción de una visión frente a su propia labor” (p.7). 
 Ley 812 del 2003 (Vigente): Estableció que los docentes vinculados al 
servicio público de empleo a partir de la promulgación de esta ley, o sea, al 
día 27 de junio del 2003 serán afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pero se les aplicará lo dispuesto en la ley 100 del 1993 y la 
ley 797 del 2003 con referencia al Régimen Solidario de Prima Media con 
Prestación Definida. Lo que quiere, decir que en materia de pensión se le 
aplicará a los docentes el régimen general salvo la edad, la cual será de 57 
años tanto para hombres como para mujeres, esta requisito se incrementó 
en dos años frente a los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio con anterioridad a este ley, sin embargo, es inferior a la que 
dispone la ley 100 que es de 57 años para las mujeres y 62 para los 
hombres. 
2.1.  Pensión gracia. 
La pensión gracia se estableció en la ley 114 de 1913 y fue creada como una 
“dadiva que otorga el estado a todos aquellos docentes que en su momento tenían 
salarios muy bajos y sus nombramientos eran del orden municipal” (Castañeda y 
Vargas, 2013, p.1). En principio esta prestación se destinó únicamente a los 
docentes de escuelas primarias que hubiesen servido en el magisterio durante un 
término no menor a los 20 años, además de cumplir con el requisito de haber 
cumplido 50 años de edad tanto hombres como mujeres y que no hubieran 
recibido otra pensión o recompensa por parte del Estado (arts. 1º y 4º).  
Posteriormente el beneficio de la pensión de gracia se extendió a los demás 
docentes y empleados de escuelas normales, inspectores de instrucción pública y 
maestros de escuelas de educación media, lo anterior, gracias a las leyes 116 de 
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1928 y ley 37 de 1933. El monto que se debía otorgar por la pensión gracia de 
acuerdo a la ley 114 de 1913 sería del 50% del promedio del salario que hubiese 
devengado en los dos últimos años de servicio, este articulo fue modificado por el 
artículo 1º, parágrafo 2º  de la ley 24 de 1947 el cual modificó el artículo 29 de la 
ley 6ª de 1945 en el sentido de que las pensiones para los docentes de liquidarán 
de acuerdo al promedio de salario devengado durante el último año, el cual se 
supone que era el salario más alto devengado durante todos los años de servicio. 
Finalmente, a través del artículo 4º de la Ley 4ª de 1966 y el artículo 5º del 
Decreto 1743 de 1966 se estableció que las pensiones a las que tengan derecho 
los trabajadores de entidades públicas se liquidarían sobre el 75% del último 
salario devengado. 
Ahora bien, la pensión gracia fue eliminada por la ley 91 de 1989 que en su 
articulo 15, numeral 2º, literal b decretó que los docentes vinculados a partir del 1 
de enero de 1981 nacionales y nacionalizados y para aquellos que se vinculen a 
partir del 1º de enero de 1990 se les reconocerá solo una pensión equivalente al 
75% del salario mensual promedio del último año. Sin embargo, quienes hubieran 
adquirido ya ese derecho, en virtud del mismo artículo se les seguiría 
reconociendo y sería compatible que la pensión de jubilación dispuesta en la ley 
91 de 1989. 
Con referencia a esta situación la Corte Constitucional en sentencia C-084 de 
1999 se pronunció de la siguiente manera: 
La circunstancia de que, en ejercicio de esa función el 
Congreso Nacional haya preceptuado que la "pensión de 
gracia" creada por la Ley 114 de 1913  para los maestros 
oficiales de primaria y extendida luego a otros docentes, 
sólo se conserve como derecho para quienes estaban 
vinculados al servicio antes del 1º de enero de 1981 y que 
no se conceda a los vinculados con posterioridad a esa 
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fecha, no implica desconocimiento de ningún "derecho 
adquirido", es decir, no afecta situaciones jurídicas ya 
consolidadas, sino que se limita, simplemente, a disponer 
que quienes ingresaron a partir de esa fecha, no tendrán 
posibilidad de adquirir ese derecho, que constituía una 
"mera expectativa" la que, precisamente por serlo, podía, 
legítimamente, ser suprimida por el legislador, pues a 
nadie se afecta en un derecho ya radicado en cabeza suya 
de manera particular y concreta, por una parte; y, por otra, 
si las situaciones fácticas de quienes ingresaron  al 
magisterio oficial antes y quienes ingresaron después del 
1º de enero de 1981 no son las mismas, es claro, 
entonces, que por ser disímiles  no exigen igualdad de 
trato, y que, las consideraciones sobre la antigüedad de la 
vinculación laboral que se tuvieron en cuenta por el 
Congreso Nacional al expedir la normatividad cuya 
exequibilidad se cuestiona, son razones que legitiman lo 
dispuesto por los apartes del artículo 15 de la Ley 91 de 
1989, objeto de la acusación. 
Esta es una situación que ha dado lugar a varios debates, debido a una 
supuesta aplicación retroactiva de la ley 91 de 1989 al expresar que los docentes 
que se vincularan después del 1 de enero de 1981 solo recibirían una pensión, 
pero como vemos en el pronunciamiento de la Corte Constitucional, esto era tan 
solo una expectativa para aquellos vinculados con posterioridad a esa fecha 
debido a la nacionalización de la educación que se dio a través de la ley 43 de 
1975. 
La discusión también se ha suscitado debido a que la pensión gracia solo le es 
otorgada a los docentes nacionalizados y no a los docentes nacionales, estas 
categorías de maestros Cuartas (2015) las define así: 
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Personal nacional: “Son los docentes vinculados por 
nombramiento del Gobierno Nacional.  
Personal nacionalizado: Son los docentes vinculados por 
nombramiento de entidad territorial antes del 1 de enero 
de 1976 y los vinculados a partir de esta fecha, de 
conformidad con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975. 
(p.11). 
Incluso se han llevado ante el Congreso de la República proyectos de ley como 
por ejemplo el proyecto N° 114/09 Senado, 296/10 Cámara que pretendía la 
extensión de la pensión de gracia a determinadas categorías de docentes 
oficiales, dicho proyecto de ley fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-741 de 2012 debido a que su tramite requería 
iniciativa del Gobierno. Además, en caso de que un proyecto así pudiera llegar a 
ser aprobado impactaría de manera dramática en las finanzas del Estado, por lo 
que no es muy probable que el Gobierno adelante esta iniciativa teniendo en 
cuenta el principio de sostenibilidad fiscal. 
3. Sistema General de Pensiones ley 100 
El sistema General de Pensiones se encuentra estipulado en la ley 100 de 
1993, en su Libro Primero, a partir del articulo 10º el cual preceptúa que tiene 
como objeto la protección de las personas en contra de las eventualidades  que se 
puedan presentar por cuestiones de la vejez, la invalidez y la muerte. El sistema 
General de Pensiones hace parte del Sistema de Seguridad social Integral, el cual 
tiene su base en el artículo 48º de la Constitución Política que determina que la 
seguridad social es un derecho irrenunciable que deberá ser garantizado por el 
Estado de forma progresiva.  
De igual manera, la seguridad social se entiende como un derecho fundamental 
que deberá ser garantizado y protegido a través de un eficaz desarrollo normativo, 
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de acuerdo a lo que indica Santana (2012) “debe anotarse que aunque el derecho 
a la seguridad social esté inmerso en la categoría de los derechos prestacionales, 
esto no quiere decir que no signifique un derecho fundamental para el ser 
humano” (p. 200). 
Este artículo 48º superior fue adicionado de forma importante por el acto 
legislativo 01 de 2005, el cual estableció preceptos importantes en materia 
pensional con base en el principio de sostenibilidad fiscal el cual “representa en 
distintas dimensiones la garantía de un derecho fundamental a la pensión de los 
colombianos de manera sostenida e indefinida en el tiempo” (Duque y Duque, 
2016, p. 43). Entre las adiciones realizadas por este acto legislativo se encuentran: 
la eliminación de regímenes especiales, a excepción de la fuerza pública. De 
acuerdo con Naranjo (2009) a través del acto legislativo 01 de 2005: 
Se reformó el sistema pensional en Colombia y contempló que los 
regímenes exceptuados y especiales perderían su vigencia partir del 31 
de julio de 2010, pero que se mantendría el de los miembros de la 
Fuerza Pública y el del Presidente de la República (p. 10). 
Frente a este tema, es preciso recordar que en materia pensional el régimen del 
Magisterio no se extinguió el 31 de julio del 2010 como proponía este acto 
legislativo, sino que, el mismo sigue vigente hasta que se pensione cada uno de 
los maestros que aun están cobijados por el régimen dispuesto en la ley 91 de 
1989. De igual forma, el acto legislativo 01 de 2005 “estableció un tope máximo 
para las mesadas pensiónales; y […] eliminó la decimocuarta mesada (14) para 
los nuevos pensionados” (Hernández y Jiménez, 2013, p. 11). Sin embargo, 
quienes reciban una pensión igual o inferior a 3 SMMLV siempre y cuando, la 
misma se haya causado antes del 31 de julio del 2011 sí seguirán percibiendo 14 
mesadas pensiónales por año. Esta mesada pensional se encuentra regulada en 
el artículo 142º de la ley 100 de 1993. 
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Ahora bien, el Sistema General de Pensiones de acuerdo al artículo 12º de la 
ley 100 de 1993 se encuentra compuesto por dos regímenes, uno público el cual 
se denomina Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida y otro 
privado denominado Régimen de ahorro Individual con Solidaridad. Sánchez 
(2014) expone que las principales diferencia entre los dos regímenes que 
componen el Sistema General de Pensiones se encuentran en que: 
En el RPM con las cotizaciones de los más jóvenes se cancelan las 
pensiones de los más viejos, mientras que en el RAI cada individuo 
ahorra en su juventud para lograr pagar la pensión en su vejez, por 
tanto el RPM funciona como una gran bolsa de recaudo y a la vez de 
pago. (p. 4) 
Además de esto, otra diferencia existente entre los dos regímenes se da en el 
sentido de que el RPM es administrado por el Estado a través de Colpensiones, la 
cual se configura como una Empresa Industrial y Comercial organizada como 
entidad financiera y adscrita al ministerio del trabajo, mientras que en el RAIS, las 
pensiones son administradas por los Fondos privados de pensiones. 
La elección del régimen pensional queda a discreción de la persona, a su vez 
que queda prohibido que realice cotizaciones simultáneas en Colpensiones y al 
mismo tiempo en un fondo de naturaleza privada. Cada uno de los regímenes 
garantiza las siguientes prestaciones en materia de pensión: pensión de vejez, 
pensión por invalidez riesgo común y pensión de sobreviviente. En la actualidad, 
aunque cada régimen dispone como requisito el cumplimiento de le edad la cual 
se encuentra en 57 años para las mujeres y 62 años para los hombres, así como 
el cumplimiento de las semanas de cotización que actualmente es de 1300, el 
Régimen de Ahorro individual permite que la persona se pensione en cualquier 
tiempo siempre y cuando el capital que tengan ahorrado le permita obtener una 
pensión mensual que sea superior al 110% del SMMLV. 
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Otras diferencias sustanciales que se presentan y que Rodríguez (2014) nos 
coloca de presente son: Que en el RPM no se pueden hacer cotizaciones 
adicionales mientras que el RAIS sí, en el RPM las cotizaciones van a un fondo 
público mientras que en el RAIS van a la cuenta  de ahorro pensional de cada 
afiliado, que en el RPM existe una sola modalidad de pensión, mientras que en el 
RAIS existen 7 (Renta vitalicia inmediata, retiro programado, retiro programado 
con renta vitalicia diferida, renta temporal variable con renta vitalicia diferida, renta 
temporal variable con renta vitalicia variable, retiro programado sin negociación de 
bono pensional y renta temporal cierta con renta vitalicia de diferimiento cierto.), 
entre otras más. 
En el caso de los docentes, de acuerdo a la ley 812 de 2003 y al acto legislativo 
01 de 2005 el régimen pensional que se les aplicará a los maestros vinculados al 
servicio público educativo a partir del 27 de junio del 2003 es el dispuesto por el 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, con excepción del 
requisito de la edad que para ellos será de 57 años tanto para hombres como para 
mujeres. 
3.1.  La pensión de sobrevivientes. 
La pensión de sobrevivientes es una prestación que se otorga a los beneficiaros 
del pensionado o afiliado fallecido, esta prestación se encuentra constituida en 
ambos regímenes del Sistema General de Pensiones y sus requisitos son los 
mismos. Los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes serán los cónyuges o 
compañeros y compañeras permanentes, los hijos menores de 18 años o hasta 
los 25 años siempre y cuando se encuentren estudiando, a falta de cónyuges, 
compañeros o compañeras permanentes e hijos los beneficiarios serán los padres 
del fallecido siempre y cuando dependan económicamente de él y a falta de 
cónyuges, compañeros permanentes, hijos y padres, serán beneficiarios sus 
hermanos con la condición de que se encuentren en estado de invalidez y 
dependan económicamente del afiliado o pensionado que murió.. 
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La finalidad de la pensión de sobrevivientes es la de proteger a los familiares 
del fallecido que por motivo de esta situación puedan quedar en condición de 
vulnerabilidad económica, lo que podría traer como consecuencia la vulneración 
de determinados derechos como por ejemplo: el mínimo vital y la vida digna. 
Andrade, Marín y Medina (2016) exponen que la pensión de sobrevivientes tiene 
como finalidad: 
Evitar que las personas allegadas al pensionado fallecido o con derecho 
a la pensión, teniendo en cuenta que ya han demostrada la relación 
sostenida en vida, y la convivencia permanente bajo el mismo lecho, 
puedan quedar por el hecho de su fallecimiento en el desamparo o la 
desprotección que tenían en vida del causante. 
En el mismo sentido, Salazar (2015) manifiesta que: 
La pensión de sobreviviente, es la protección social que el sistema de 
seguridad social brinda al grupo familiar del afiliado o pensionado para 
que cuando ocurra el riesgo de la muerte de éste, dicha perdida no 
haga más difícil la situación de la familia y no afecte los recursos para 
su sostenimiento proporcionados con el trabajo o la pensión del 
fallecido. (p.23) 
Por ende, la pensión de sobrevivientes está íntimamente ligada a la 
protección que la Constitución le otorga a la familia, en el entendido de que 
esta tiene el derecho a subsistir de forma digna máxime cuando ya no está 
presente la persona que proveía el sustento del hogar. 
Cuando el fallecido es pensionado el derecho a la prestación se transfiere 
automáticamente a los familiares que tengan derecho a ella, pero si el fallecido es 
afiliado se deberá acreditar que cuenta con mínimo 50 semanas de cotización 
dentro de los 3 último años anteriores al fallecimiento. 
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Los cónyuges o compañeros y compañeras permanentes recibirán la prestación 
de la siguiente manera: De forma temporal cuando el beneficiario sea menor de 30 
años y no tenga hijos con el fallecido, en esta modalidad temporal se le otorgará la 
pensión por un periodo de 20 años. Por otro lado, también la pueden recibir de 
forma vitalicia cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente supérstite 
sea mayor de 30 años o tenga hijos con el fallecido, además de esto, es menester 
también acreditar la convivencia por un periodo no inferior a 5 años continuos con 
anterioridad al fallecimiento del pensionado o afiliado. Cuando haya una 
convivencia simultánea o exista una sociedad anterior que no haya sido disuelta y 
dentro de ella se tenga derecho a percibir la prestación, esta se otorgara 
proporcionalmente al tiempo convivido. 
En cuanto a los hijos como ya se mencionó, tendrán derecho a la pensión de 
sobrevivientes cuando sean menores de edad, cuando sean mayores de 18 
podrán recibir la prestación en caso de que se encuentren en condición de 
discapacidad y esta persista en el tiempo, además del requisito de dependencia 
económica. Por último, cuando sean mayores de 18 años y hasta los 25 años que 
se encuentre estudiando deberán acreditar esta condición para poder recibir la 
prestación, para ello es necesario que el beneficiario se encuentre incapacitado 
para trabajar en razón a sus estudios.  
La pensión de sobreviviente se distribuirá de acuerdo al número de personas 
que tengan derecho a recibir la prestación, en caso dado que exista cónyuge o 
compañeros permanentes e hijos que sobrevivan al fallecido, la pensión se 
distribuirá en un porcentaje del 50% para los primeros y el 50% restante distribuido 
en partes iguales entre los hijos, en caso que solo existan hijos el 100% de la 
pensión se distribuirá entre ellos y en caso de que solo exista cónyuge o 
compañero o compañera permanente, el 100% de la pensión será para aquel.  
En caso dado que no exista cónyuge, compañero o compañera permanente ni 
hijos la prestación les corresponderá en un 100% a los padres distribuido en 
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partes iguales, y si no hay ninguno de los anteriores, la prestación ha de 
distribuirse entre los hermanos también en partes iguales. 
4. pensión de sobrevivientes en el régimen exceptuado docente: 
Aplicabilidad de la ley 100 
Los docentes vinculados antes del 27 de junio de 2003 y para aquellos regidos 
por el decreto 2277 de 1979 en cuanto a la pensión de sobrevivientes, cuentan 
con ciertas modalidades que se denominan pensión postmorten 20 años, pensión 
postmorten 18 años y la sustitución pensional. Estas pensiones se caracterizan al 
igual que la pensión de sobrevivientes, en que protegen a los familiares 
beneficiarios de las eventualidades y el desamparo que puedan presentarse por 
motivos del fallecimiento del docente.  
En el caso de la sustitución pensional, los beneficiarios tendrán derecho a 
sustituir en la pensión al docente fallecido cuanto este estuviese pensionado o 
hubiese cumplido los requisitos de edad y tiempo de servicio para hacer exigible la 
prestación, el monto que han de recibir como mesada pensional es el equivalente 
al mismo valor que se le estuviera cancelando al docente fallecido. 
La pensión postmorten 20 años se caracteriza por otorgarse de forma vitalicia a 
los beneficiarios del afiliado al Fondo de Prestaciones económicas del Magisterio 
que hubiesen cumplido el requisito de los 20 años de servicio pero sin que 
hubiesen cumplido la edad para pensión, el valor que se otorga de mesada 
pensional es el equivalente al 75% del promedio salarial del último año percibido 
antes del fallecimiento. 
Por otro lado, la pensión postmorten 18 años se le otorga a los beneficiarios del 
docente fallecido que hubiese prestado como mínimo 18 de años de servicios sin 
haber cumplido con en el requisito de la edad, esta pensión se otorga por un 
término temporal de 5 años y su mesada pensional equivale a un 75% del último 
salario mensual devengado. 
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En cuanto a los docentes vinculados con posterioridad al 27 de junio de 2003 y 
que se rijan por la ley 812 de 2003 y por el decreto 1278 del 2002, se les aplicarán 
las disposiciones del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida el 
cual dispone, que la pensión de sobreviviente se otorgará a la beneficiarios del 
fallecido que como mínimo hubiese cotizado 50 semanas durante los 3 últimos 
años antes de su fallecimiento. 
Dicho lo anterior, se podría colegir que quedan desprotegidos aquellos 
beneficiarios de los docentes fallecidos que se rijan por la normas anteriores a la 
expedición de la ley 812 de 2003 y que no hayan cumplido el requisito de la edad 
o por lo menos haber cumplido 18 años de servicio. En este caso, los beneficiarios 
que le sobreviven al docente no recibirían entonces ninguna de las prestaciones 
que se han mencionado con anterioridad, vulnerando de esta manera los 
principios fundamentales de igualdad, vida digna, mínimo vital, protección de la 
familia, no discriminación y seguridad social, siendo que no pueden acceder a las 
prestaciones que se encuentran reglamentadas en el régimen al que están 
afiliados, ni tampoco a las que ofrece el Régimen General de Pensiones, ya que 
una persona que se encuentre afiliada a un régimen especial no puede 
beneficiarse del régimen general. 
No obstante, a través del desarrollo jurisprudencial de Consejo de Estado y la 
Corte Constitucional, se ha manifestado que eventualmente si es posible aplicar 
los dispuesto en el Régimen General de Pensiones a un afiliado a un régimen 
excepcional, lo anterior en virtud del principio de igualdad y de inescindibilidad 
laboral el cual consiste en “que se elige la norma más favorable al trabajador, pero 
en su totalidad, sin aplicarla o escindirla” (Ramos, 2002, p. 39). Principio que se 
encuentra totalmente en armonía con el principio de favorabilidad que “indica que 
cuando coexistan normas laborales de distinto origen, que regulan una misma 
materia y se aplican a la solución del mismo caso, en este evento se aplica la 
norma más favorable al trabajador” (Barona, 2010, p.253.). 
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Con referencia a la posibilidad de que sea posible la aplicación de un Régimen 
General de Pensiones a una persona que se encuentre afiliada a un régimen 
especial y exceptuado, la Corte Constitucional en la sentencia T-167 de 2011 
determinó que ha de ser posible cuando la aplicación del régimen exceptuado 
represente una tratamiento discriminatorio, lo cual a la luz de la constitución es 
inconcebible. En palabras de la Corte: 
El régimen especial en materia de pensión pos mortem prescrito en el 
artículo 7 del decreto 224 de 1972, sólo debe ser aplicado cuando 
resulte conveniente para el grupo de beneficiarios del profesor. Por el 
contrario, cuando de la aplicación del régimen especial se produce un 
tratamiento discriminatorio, se ha de privilegiar la aplicación de los 
enunciados normativos de la ley 100 de 1993 que otorga la pensión de 
sobreviviente con requisitos menos onerosos. 
A su vez, esta misma sentencia indica que para la Constitución Política no hay 
diferencia dentro del concepto general del pensionado y sus derechos, los cuales 
cumplen una misma función independiente del régimen en el que se otorguen las 
prestaciones, por lo tanto es indispensable garantizar la protección de las 
pensiones y de las personas de la tercera edad. 
4.5. Una conclusión sobre la posibilidad de aplicar el régimen general 
en materia pensional, a la luz de la jurisprudencia constitucional es que 
la Constitución Política no establece diferenciaciones dentro del 
universo de los pensionados. Todo lo contrario, garantiza una especial 
protección de las pensiones y de las personas de la tercera edad. 
Aunado a lo anterior, el legislador está facultado para diseñar 
regímenes especiales para determinado grupo de pensionados, 
siempre que estos tiendan a la protección de bienes o derechos 
constitucionalmente protegidos y no resulten discriminatorios. La 
regulación legislativa de regímenes especiales de pensiones se ajusta a 
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la Constitución, siempre y cuando establezcan un nivel de protección 
igual o superior al dispuesto para la generalidad de la población, pues el 
tratamiento dista de ser discriminatorio en la medida en que favorece a 
los trabajadores a quienes se aplica. 
El consejo de estado a través de la sentencia con radicado 63001-23-31-000-
2002-00963-01(2218-07) estableció que es claro que entre los dos regímenes hay 
una marcada diferencia, puesto que el régimen especial trae consigo una carga 
mucho más alta al imponer 20 o 18 años mínimos de servicios, mientras que en el 
régimen especial a la fecha de proferida esta sentencia solo estipulaba 26 
semanas de cotización, las cuales, a raíz de la modificación de la ley 797 de 2003 
se incrementaron en 50 semanas, pero aún así sigue siendo mucho más 
favorable. Por lo tanto, la aplicación del régimen especial en determinados casos 
traería consigo una afectación que no se compadece con criterios de equidad y 
justicia que están encaminados a aminorar los efectos de la viudez. En dichas 
circunstancias solo sería posible acudir al régimen especial cuando este resulte 
más favorable.  
Por consiguiente, indica la misma sentencia que “si el régimen especial resulta 
ser menos favorable que la norma general, se impone la aplicación de ésta última, 
por cuanto la filosofía de las regulaciones especiales es precisamente la búsqueda 
del mayor beneficio para las personas que regula.” 
De otro lado, la sentencia C-095 de 2001 estableció claramente que los 
regímenes de pensión son complejos y que cada uno de ellos dispone de diversos 
tipos de prestaciones, que en algunos aspectos un régimen puede ser más 
beneficioso que el otro, y en otros casos puede suceder lo contrario. Sin embargo, 
dicha desventaja pueda verse compensada en otros aspectos incluidos dentro del 
mismo régimen, por lo que no sería equitativo que una persona se beneficie de las 
situaciones superiores que dispone el Régimen Especial y su vez pretender que 
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se le apliquen los condiciones en las cuales el Régimen General es más 
beneficioso. 
Basándose en lo anterior, la misma sentencia dispone que no obstante, cuando 
la aplicación del Régimen Especial vulnere el derecho a la igualdad eventualmente 
será posible aplicar el Régimen General cuando sea manifiesta de forma clara que 
la diferenciación establecida por la ley es arbitraria y desmejora, de manera 
evidente y sin razón aparente, a los beneficiarios del régimen especial frente al 
régimen general”. 
Por último, en la sentencia T- 071 de 2014 también se hace mención a la 
posibilidad de la aplicación del Régimen General de Pensiones a los afiliados a un 
Régimen Especial, siempre y cuando este no disponga de una protección superior 
que si pueda encontrarse en el Régimen General, en esta sentencia el máximo 
órgano constitucional se expresa en las siguientes palabras: 
La Corte Constitucional ha indicado que la existencia de regímenes 
especiales en materia pensional es válida a la luz de la Constitución 
Política, siempre y cuando la regulación legislativa establezca un nivel 
de protección igual o superior al dispuesto para la generalidad de la 
población y no resulten discriminatorios. 
 Estos pronunciamientos que han realizado las Altas Cortes, se han gestado a 
raíz de la declaración de exequibilidad que realizó la Corte Constitucional del 
artículo 271 de la ley 100 de 1993, el cual exceptúa la aplicación del Régimen 
General de Pensiones a los militares y a los docentes siempre y cuando “[…] su 
aplicación no vulnere el principio de igualdad” (Sentencia C-461 de 1995). 
Del mismo modo, la sentencia C-956 de 2001 ya mencionada, a través de la 
cual se resolvió otra demanda de inconstitucionalidad contra el mismo artículo 271 
de la ley 100 de 1993, también estableció que si bien los afiliados a un régimen 
especial de pensiones se deberán acoger a lo que estipulen las normas que 
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regulan dichos regímenes, no obstante, es posible también la aplicación del 
Régimen General con la finalidad de evitar situaciones de discriminación, 
especialmente, cuando se dan estos requisitos: “(i) si la prestación es separable y 
(ii) la ley prevé un beneficio inferior para el régimen especial, sin que (iii) aparezca 
otro beneficio superior en ese régimen especial que compense la desigualdad 
frente al sistema general  de seguridad social.” 
En este último aspecto, la separabilidad de la prestación hace referencia a que 
la misma debe ser autónoma y clara, situación que se da visiblemente en la 
pensión de sobrevivientes la cual no depende de otra prestación para que de ella 
surjan efectos y se pueda otorgar, la pensión de sobrevivientes tiene unos 
requisitos y una regulación propia que la hace independiente e incluso compatible 
con otro tipo de pensiones como por ejemplo la pensión de vejez, ya que de 
acuerdo a distintos pronunciamientos jurisprudenciales es posible ”que una 
persona adquiera simultáneamente las pensiones de vejez y sobrevivientes, 
puesto que es claro que cada una de estas se deriva de una contingencia 
completamente distinta y diferente” (Gallo y Gómez, 2013, p. 49). 
En cuanto al benefició inferior que la ley prevea en el régimen especial, también 
hay bastante claridad en el hecho de que el régimen especial docente dispone de 
una carga más gravosa en cuanto a los requisitos para que los familiares 
beneficiarios del docente fallecido puedan acceder a la pensión postmorten,  
mientras que los requisitos en el Régimen General de Pensiones son más 
beneficiosos. 
En último lugar, es evidente también que el Régimen Especial no dispone de 
otra prestación igual o superior que compense la clara desigualdad que se 
presenta frente al Régimen General, por lo tanto, si el docente fallecido no cumple 
los rigurosos requisitos que se disponen dentro las normas que regulan el 
régimen, sus beneficiarios sobrevivientes sencillamente no podrían acceder a la 
pensión ni tampoco acceder a otro tipo de prestaciones que la compensen.  
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Por lo tanto, en casos como estos y con el fin de proteger derechos 
fundamentales especialmente de las personas de la tercera edad, de los niños y 
de las mujeres, se hace necesario que cuando la aplicación del Régimen Especial 
de pensión docente no los proteja frente a las contingencias que se puedan 
presentar a causa del fallecimiento del docente y se configure una clara 
discriminación que no permita garantizar las condiciones de subsistencia mínima a 
través del desarrollo y satisfacción de los derechos a la vida digna, mínimo vital, 
igualdad, seguridad social y otros más que se puedan ver vulnerados, es posible 
la aplicación del Régimen General en virtud de los principios de igualdad e 
inescindibilidad laboral, debido a que lo que se busca es el mayor beneficio para 
las personas. 
Conclusiones 
Como se puede observar, la pensión de sobrevivientes estipulada en la ley 100 
de 1993, al igual que las pensiones postmorten y pensión de sustitución que 
disponen la normas del régimen especial docente tienen un mismo fin, y es el de 
proteger a los familiares beneficiarios de las posibles contingencias que se puedan 
presentar por ocasión del fallecimiento del docente, así como garantizar la 
subsistencia mínima a través de la protección de derechos fundamentales. 
Y si bien es cierto, que una persona por regla general no podrá beneficiarse de 
los bondades que establece un régimen especial y a su vez solicitar que se le 
hagan extensivos los aspectos más benéficos que disponga al régimen general, 
cuando sea evidente una vulneración al principio de igualdad y de no 
discriminación esta regla podrá soslayarse con el único fin de proteger los 
derechos fundamentales especialmente cuando se trata de personas con mayor 
grado de vulnerabilidad como es el caso de las persones de la tercera edad, niños 
y mujeres cabeza de hogar. 
Por lo tanto, respondiendo al cuestionamiento que se planteó resolver en esta 
investigación la respuesta es rotunda y clara, en el entendido de que si existe una 
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prestación autónoma e independiente en el régimen general de pensiones y a su 
vez se establece un beneficio inferior en el régimen especial, sin que se estipule 
una compensación frente a la desigualdad manifiesta sí se podrá aplicar 
eventualmente las disposiciones contenidas en el régimen general a los afiliados 
al régimen especial, esto garantizaría la protección de derechos de categoría 
superior excluyendo del todo la discriminación y el riesgo de desamparo que 
puedan correr aquellos beneficiarios que sobreviven a un docente que no ha 
cumplido los requisitos que le impone su régimen exceptuado, requisitos que de 
por si, en el especifico caso de la pensión de sobrevivientes son muchos más 
onerosos, gravosos y que pueden resultar exorbitantes y abusivos a la luz de los 
fines constitucionales que protegen la pensión, la vejez, la subsistencia y la 
garantía de protección de la vida digna. 
Por lo anterior, no existiría ninguna justificación en negar el otorgamiento de la 
pensión de sobrevivientes a los beneficiarios que se encuentran en una misma 
situación con independencia del régimen que los regule. De este modo, 
entendiendo que la pensión de sobrevivientes y las pensiones postmorten tienen 
un mismo fin, al no aplicarse la norma más favorable claramente se violaría el 
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